Jhon Fredy González Cortés Vs Safem S.A.S. Rad. 66001310500220200024501


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

LABORAL INDIVIDUAL / CONTRATO DE TRABAJO / ELEMENTOS DE LA RELACIÓN LABORAL / PRESUNCIÓN DE LA EXISTENCIA DE CONTRATO LABORAL Y CARGA DE PRUEBA
CONTRATO DE TRABAJO – Presunción de existencia de relación laboral y carga de prueba.

… Si bien la configuración de un contrato de trabajo requiere la presencia de los tres elementos previstos en el artículo 23 del C.S.T., y de conformidad con el principio general de la carga de la prueba, previsto en el artículo 167 del CGP, incumbe a la parte que afirma, acreditar su aserto; en desarrollo del principio general de la favorabilidad laboral, está previsto en el artículo 24 del CST que “Se presume que toda relación de trabajo personal está regida por un contrato de trabajo”, lo cual no hace nada distinto a repartir la carga probatoria respecto a las reclamaciones de carácter contractual laboral. En efecto, si la “relación de trabajo” es la prestación personal de un servicio de manera continuada y por remuneración, al trabajador le bastará demostrar la prestación de tales servicios para que, en principio, se asuma que los llevó a cabo bajo la modalidad de un contrato de trabajo y, en consecuencia, pueda gozar de todos los beneficios otorgados por el CST.
PRESUNCIÓN DE EXISTENCIA DE CONTRATO DE TRABAJO – Corresponde al demandado desvirtuarla. 

De otro lado, demostrada la prestación de los servicios personales, si el empleador se quiere eximir de las consecuencias jurídicas propias de la vinculación contractual laboral, le corresponde la carga de probar que los servicios recibidos, no lo fueron en forma subordinada o por remuneración. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL  
SALA DE DECISIÓN LABORAL 
MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ   
PEREIRA, ONCE DE DICIEMBRE DE DOS MIL VEINTICUATRO

Acta de Sala de Discusión No 196 de 9 de diciembre de 2024

  
SENTENCIA ESCRITA  
  
Se resuelve el grado jurisdiccional de consulta dispuesto a favor del demandante JHON FREDY GONZÁLEZ CORTÉS en la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 6 de agosto de 2024, dentro del proceso promovido en contra de la sociedad SAFEM S.A.S., cuya radicación corresponde al N°66001310500220200024501.
ANTECEDENTES  
   
Pretende el señor Jhon Fredy González Cortés que la justicia laboral declare que entre él y la sociedad Safem S.A.S. existió un contrato de trabajo a término indefinido desde el 23 de noviembre de 2019 hasta el 13 de agosto de 2020 y, con base en ello, aspira que se condene a la sociedad accionada a reintegrarlo al cargo que venía desempeñando, al estar cobijado por la estabilidad laboral reforzada prevista en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, junto con el pago de los salarios generados desde el 8 de febrero de 2020, así como la totalidad de las prestaciones sociales y vacaciones generadas en toda la relación laboral, la indexación de las sumas reconocidas, los aportes al sistema general de pensiones, lo que resulte probado extra y ultra petita, además de las costas procesales.

Refiere que: En el mes de noviembre de 2019 fue contactado telefónicamente por el señor Efrén Bautista Tunarosa, quien le hizo una oferta para prestar sus servicios como conductor para transportar mercancía de Almacenes Ara en el Departamento de Risaralda; todo el proceso de contratación lo hizo con el señor Bautista Tunarosa a través de la aplicación WhatsApp; la persona natural referenciada anteriormente fungió como representante de la sociedad Safem S.A.S.; como producto de esa negociación contractual, empezó a prestar sus servicios el 23 de noviembre de 2019, conduciendo camión Hino de placas TRN-575; para ejecutar esa labor, debía presentarse todos los días en las bodegas de los Almacenes Ara Jerónimo Martins ubicadas al sur de la ciudad de Pereira; el salario pactado fue por la suma mensual de $1.400.000 más $100.000 por domingo trabajado.
Continúa su relato narrando que: El 7 de diciembre de 2019 sufrió un accidente de trabajo en el Municipio de Apía, mientras descargaba el camión; en valoración realizada en el Hospital San Vicente de Paul de Apía, se le diagnosticó trauma a nivel de brazo y hombro derecho con deformidad en el hombro derecho que se observa luxado; como consecuencia del accidente de trabajo, tuvo incapacidades médicas entre el 7 de diciembre de 2019 y el 7 de febrero de 2020, habiendo asistido en ese lapso a quince sesiones de terapia, ordenadas por la ARL AXA Colpatria; cada una de las incapacidades las reportó a la empresa Safem S.A.S. al correo electrónico gyrcontadoraspublicas @gmail.com, así como al señor Efrén Bautista Tunarosa, quien era su jefe directo, siendo él la persona con la que siempre se entendió para ejecutar sus actividades laborales; el 7 de febrero de 2020 remitió a Safem S.A.S. las restricciones otorgadas en concepto médico de aptitud laboral emitido por la referida ARL, que se extendían por un mes, para el acompañamiento del reintegro laboral; el 8 de febrero de 2020 se presentó, como de costumbre, a las bodegas de Almacenes Ara Jerónimo Martins de Pereira, pero allí le expresaron que debía estar pendiente del llamado que le haría el señor Efrén Bautista Tunarosa para reintegrarse a sus tareas, pero ello no aconteció.
Sigue relatando que: Inició acción de tutela en contra de la sociedad Safem S.A.S. y la ARL AXA Colpatria, al considerar que se le han vulnerado algunos derechos fundamentales, razón por la que solicitó el reintegro laboral y el pago de sus incapacidades por el accidente de trabajo, acción que fue fallada en primera instancia por el Juzgado Séptimo Civil Municipal de Pereira en el que únicamente se le ordenó a la ARL AXA Colpatria el pago de las incapacidades generadas por el accidente de trabajo, pero negó las demás peticiones; en sede de segunda instancia, el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, en sentencia de 5 de agosto de 2020, confirmó la decisión emitida por el a quo respecto al pago de las incapacidades, pero, de manera transitoria, amparó el derecho a la estabilidad laboral reforzada, ordenándole a la sociedad Safem S.A.S. que procediera con su reintegro, ordenándole a él que procediera inmediatamente a iniciar el proceso ordinario laboral tendiente a resolver de manera definitiva el tema; el 13 de agosto de 2020 recibió comunicación por parte de la representante legal de Safem S.A.S. en la que le indica que, dando cumplimiento al fallo de tutela, se sirviera presentarse en las oficinas principales de la entidad en Arcabuco -Boyacá-; el 18 de agosto de 2020 remite correo electrónico a Safem S.A.S. expresando que no puede cumplir con el reintegro en esos términos; después de esa situación, la entidad demandada no ha ejecutado ninguna acción tendiente a cumplir con la sentencia de tutela.
La demanda fue admitida en auto de 26 de febrero de 2021 -archivo 8 carpeta primera instancia-.

La sociedad Safem S.A.S. respondió la acción -archivo 12 carpeta primera instancia- se opuso a la totalidad de las pretensiones elevadas por el señor Jhon Fredy González Cortés, argumentando que el señor Efrén Bautista Tunarosa no tiene la calidad de representante de Safem S.A.S., ya que él es propietario de uno de los vehículos afiliados a la sociedad; explicando que precisamente las actividades desplegadas por esa entidad consisten en la administración de los vehículos afiliados para cumplir con labores de carga y transporte en diferentes ciudades del territorio nacional. Formuló la excepción de mérito que denominó “Mala fe”.

En sentencia de 6 de agosto de 2024, la funcionaria de primera instancia, luego de hacer una exposición sobre el contenido de los artículos 22, 23 y 24 del CST, manifestó que en este tipo de asuntos le corresponde a la parte actora acreditar la prestación personal del servicio a favor de quien señala como su empleador, para que de esa manera opere la presunción legal consistente en que esos servicios fueron prestados bajo los presupuestos de un contrato de trabajo, invirtiéndose de esa manera la carga probatoria en cabeza de la parte pasiva de la acción, a quien le corresponderá demostrar que esos servicios no fueron prestados bajo su continuada dependencia y subordinación, para de esa manera exonerarse de las consecuencias que conlleva la declaratoria de un contrato de trabajo.
Bajo ese contexto y después de valorar las pruebas allegadas al plenario, determinó que en el presente asunto la parte activa de la acción no había cumplido con esa carga probatoria, ya que, por cuenta de lo confesado por el propio demandante en el interrogatorio de parte, él no prestó sus servicios a favor de la entidad accionada, ya que según su propio relato, las actividades que ejecutó como conductor las realizó a favor del señor Efrén Bautista Tunarosa, propietario de varios camiones, quien siempre fue la persona que le dio las órdenes para desempeñar sus tareas como conductor de vehículo de carga y con quien pactó la remuneración, que según sus dichos, se hacía con tres pagos mensuales.

En el anterior orden de ideas, al no cumplir con la carga probatoria que le incumbía, la falladora de primera instancia declaró probada de manera oficiosa la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva y, en consecuencia, negó la totalidad de las pretensiones elevadas por el demandante, ordenando que cesen los efectos de la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira.
Finalmente, condenó en costas procesales en un 100% al demandante, en favor de la entidad accionada.

No hubo apelación de la sentencia, por lo que, al haber resultado la decisión completamente desfavorable a los intereses de la parte actora, se dispuso surtir el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

 
ALEGATOS DE CONCLUSIÓN   
  
Conforme se dejó plasmado en la constancia emitida por la Secretaría de la Corporación, las partes no hicieron uso del derecho a remitir alegatos de conclusión.  
   
Atendidos los planteamientos expuestos, a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes:   
   
PROBLEMAS JURIDICOS:  
   
1. ¿Cumplió la parte actora con la carga probatoria que le incumbía?

2. De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Se encuentra ajustada a derecho la decisión adoptada por la falladora de primera instancia?

  
Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:   
  
1. CARGA DE LA PRUEBA EN MATERIA DE CONTRATOS DE TRABAJO.

Si bien la configuración de un contrato de trabajo requiere la presencia de los tres elementos previstos en el artículo 23 del C.S.T., y de conformidad con el principio general de la carga de la prueba, previsto en el artículo 167 del CGP, incumbe a la parte que afirma, acreditar su aserto; en desarrollo del principio general de la favorabilidad laboral, está previsto en el artículo 24 del CST que “Se presume que toda relación de trabajo personal está regida por un contrato de trabajo”, lo cual no hace nada distinto a repartir la carga probatoria respecto a las reclamaciones de carácter contractual laboral.

En efecto, si la “relación de trabajo” es la prestación personal de un servicio de manera continuada y por remuneración, al trabajador le bastará demostrar la prestación de tales servicios para que, en principio, se asuma que los llevó a cabo bajo la modalidad de un contrato de trabajo y, en consecuencia, pueda gozar de todos los beneficios otorgados por el CST.

De otro lado, demostrada la prestación de los servicios personales, si el empleador se quiere eximir de las consecuencias jurídicas propias de la vinculación contractual laboral, le corresponde la carga de probar que los servicios recibidos, no lo fueron en forma subordinada o por remuneración. 

2. REQUISITOS DE LA CONFESIÓN.

Establece el artículo 191 del CGP que:

“La confesión requiere:
1. Que el confesante tenga capacidad para hacerla y poder dispositivo sobre el derecho que resulte de lo confesado.

2. Que verse sobre hechos que produzcan consecuencias jurídicas adversas al confesante o que favorezcan a la parte contraria.

3. Que recaiga sobre hechos respecto de los cuales la ley no exija otro medio de prueba.

4. Que sea expresa, consciente y libre.

5. Que verse sobre hechos personales del confesante o de los que tenga o deba tener conocimiento.

6. Que se encuentre debidamente probada, si fuere extrajudicial o judicial trasladada.

La simple declaración de parte se valorará por el juez de acuerdo con las reglas generales de apreciación de las pruebas.”

3. LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA.

Ha definido la Corte Suprema de Justicia que la legitimación en la causa es un presupuesto sustancial indispensable para estimar las pretensiones de la demanda, en la medida en que una de las partes tiene la titularidad de exigir de la otra el cumplimiento de una obligación en consideración a la relación jurídico-sustancial existente entre ellas.

Ahora, frente a la falta de tal presupuesto, en sentencia SC1230 de 25 de abril de 2018 la Sala Civil enseñó que sea por activa o por pasiva, no impide que se resuelva de fondo la litis, sino que se constituye en un motivo para decidirla adversamente al actor, al no tratarse de un presupuesto procesal, lo que resumió en los siguientes términos:

“«… preciso es notar cómo la legitimación en la causa, ha dicho insistentemente la Corte, es cuestión propia del derecho sustancial y no del procesal, por cuanto alude a la pretensión debatida en el litigio y no a los requisitos indispensables para la integración y desarrollo válido de éste. Por eso, su ausencia no constituye impedimento para resolver de fondo la litis, sino motivo para decidirla adversamente, pues ello es lo que se aviene cuando quien reclama un derecho no es su titular o cuando lo aduce ante quien no es el llamado a contradecirlo, pronunciamiento ese que, por ende, no sólo tiene que ser desestimatorio sino con fuerza de cosa juzgada material para que ponga punto final al debate, distinto de un fallo inhibitorio carente de sentido lógico por cuanto tras apartarse de la validez del proceso siendo éste formalmente puro, conduce a la inconveniente práctica de que quien no es titular del derecho insista en reclamarlo o para que siéndolo en la realidad lo aduzca nuevamente frente a quien no es el llamado a responder.”.

 
EL CASO CONCRETO   
  
Con el objeto de verificar los hechos relatados en la demanda, el Juzgado Segundo Laboral del Circuito haciendo uso de las facultades oficiosas conferidas por la Ley, decretó que se practicaran los interrogatorios de parte de la representante legal de Safem S.A.S. y del demandante Jhon Fredy González Cortés.
Luego de iniciarse la audiencia de trámite y juzgamiento prevista en el artículo 80 del CPTSS, compareció a la diligencia la señora Eliana Cristina Orrego Ortiz en calidad de representante legal de la sociedad Safem S.A.S. y, dando respuesta al interrogatorio de parte, explicó que Safem S.A.S. es una empresa que se compromete con las personas naturales propietarias de los vehículos camiones, a ejecutar las tareas de administración de sus trabajadores, es decir, lo que hace la empresa, a cambio de un pago que hacen los propietarios en donde se encuentra incluido un porcentaje de administración, es realizar todos los trámites de afiliación de los conductores a la seguridad social, pero de ninguna manera esos conductores ejecutan ninguna labor en su favor; sostuvo que en este caso, el señor Jhon Fredy González Cortés empezó a conducir el camión identificado con las placas TRN-575 de propiedad del señor Efrén Bautista Tunarosa, razón por la que Safem S.A.S., conforme con el acuerdo que sostiene con el propietario de ese vehículo, procedió a realizar todos los trámites administrativos de afiliación del conductor a la seguridad social, indicando que una de las ARL en las que ellos afilian a los conductores es AXA Colpatria Seguros de Vida; contestó que sorpresivamente en la sentencia de tutela se les ordenó reintegrar al señor González Cortés, razón por la que esa entidad, en cumplimiento de esa orden, le pidió al demandante que se presentara en las oficinas de la sociedad ubicadas en Arcabuco -Boyacá-, pero él no se presentó.
Por su parte, el señor Jhon Fredy González Cortés al responder el interrogatorio de parte realizado por el juzgado de conocimiento, sostuvo que en el año 2019 él se encontraba trabajando con la sociedad Saferbo S.A. como conductor, en donde tuvo un compañero de trabajo que posteriormente, cuando dejó de prestar sus servicios para Saferbo S.A., lo recomendó con el señor Efrén Bautista Tunarosa, motivo por el que se comunicó con él e inmediatamente el señor Efrén le dijo que efectivamente era propietario de un camión y que necesitaba un conductor, indicándole que, junto con otro conductor, tenía que prestar el servicio de conducción del camión en turnos rotativos de 12 horas, añadiendo que por esa labor le haría tres pagos al mes, dos de $700.000 y uno más de $650.000, quedando cubiertas de esa manera las horas extras y el trabajo nocturno; contestó que él aceptó las condiciones que le ofreció el señor Efrén Bautista Tunarosa, razón por la que su empleador le dijo que empezara de una vez y le entregó el camión; respondió que él no sostuvo ningún vínculo laboral con la sociedad Safem S.A.S., pero que se dio cuenta de su existencia cuando inició todos los trámites para la acción de tutela, ya que esa empresa figuraba en unos documentos de su afiliación a la seguridad social, añadiendo que no sabe qué tipo de relación contractual tenía el señor Bautista Tunarosa con Safem S.A.S.; refiere que él alcanzó a prestar sus servicios durante aproximadamente quince días, ya que sufrió un accidente de trabajo, manifestando a continuación que durante esos quince días la persona que le asignaba las rutas que tenía que realizar, era el coordinador designado por el señor Efrén Bautista Tunarosa, quienes tenían constante comunicación telefónica; a renglón seguido respondió que él efectivamente constató que el señor Bautista Tunarosa era el dueño del camión que él conducía, porque él observó la información contenida en la tarjeta de propiedad de ese vehículo, que debía tener a la mano en el ejercicio de sus funciones; finalmente dijo que cuando terminaron sus incapacidades, se contactó con el señor Efrén Bautista Tunarosa para reintegrarse a sus actividades, pero él le dijo que no lo necesitaba porque ya había conseguido otro conductor, sin siquiera haberle pagado los salarios y prestaciones sociales por los días en los que efectivamente prestó sus servicios como conductor del camión de su propiedad.
Así las cosas, al valorar el interrogatorio de parte absuelto por el señor Jhon Fredy González Cortés, no cabe duda que lo dicho por él configura una confesión de acuerdo con lo previsto en el artículo 191 del CGP, ya que se trata de una declaración realizada de manera expresa, consciente y libre por parte de una persona con plena capacidad, la cual versa sobre hechos personales del accionante respecto de los cuales debía tener conocimiento -la forma en la que pactó y prestó sus servicios personales como conductor del vehículo con placas TRN-575-, frente a los que la Ley no exige un determinado medio de prueba, que le producen consecuencias adversas; pues precisamente con el interrogatorio de parte realizado bajo la gravedad de juramento, el demandante fue contundente en referir que los servicios ejecutados por él como conductor del camión de placas TRN-575 no fueron prestados en favor de la sociedad Safem S.A.S., sino a favor del propietario del vehículo Efrén Bautista Tunarosa, con quien él pactó todas las condiciones para la ejecución de ese vínculo contractual, concretamente la prestación del servicio en turnos rotativos de 12 horas, que generaba una retribución distribuida en tres pagos al mes, dos por la suma de $700.000 y otro más por la suma de $650.000, indicándole que de esa manera cubría también el tiempo suplementario, además de asignar a una persona de su confianza para asignarle sus rutas; agregando que después de finalizar las incapacidades, se dirigió al señor Bautista Tunarosa para reintegrarse a su labor como conductor, pero que él lo rechazó diciéndole que ya había conseguido otro conductor.

En otras palabras, el demandante en el relato realizado en el interrogatorio de parte, confesó que él no prestó sus servicios personales como conductor de la demandada Safem S.A.S., sino que señala como su verdadero empleador al señor Efrén Bautista Tunarosa, advirtiendo que solo supo de Safem S.A.S. por cuenta de los documentos que tuvo en sus manos para la elaboración de la acción de tutela, en la que se evidenció que su afiliación a la seguridad social se hizo a través de esa sociedad; información ésta que coincide con lo expresado por la representante legal de la sociedad accionada, quien manifestó que precisamente la función de esa entidad, es la de realizar todos los trámites relativos a la afiliación de los trabajadores de los propietarios de los camiones a la seguridad social, explicando que, en este caso, el señor Efrén Bautista Tunarosa, como propietario del camión de placas TRN-575, contrató al señor González Cortés para ejecutar las actividades como conductor, razón por la que ellos, de acuerdo con el convenio que tienen con el propietario del vehículo, procedieron con los trámites administrativos relativos a la afiliación a la seguridad social.

En el anterior orden de ideas, al haber quedado acreditado, por confesión, que el demandante no prestó sus servicios a favor de la sociedad Safem S.A.S., no se activó en su favor la presunción legal prevista en el artículo 24 del CST; siendo preciso indicar que, como el actor señaló a un tercero, diferente a la sociedad accionada, como su verdadero empleador, esto es, el propietario del vehículo que él dice haber conducido, señor Efrén Bautista Tunarosa, quedó probada efectivamente la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva y, en consecuencia, no queda otro camino que negar la totalidad de las pretensiones elevadas por la parte actora y, por consiguiente confirmar en su integridad la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito, incluida la orden de cesar los efectos de la sentencia de tutela emitida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito.
De esta manera queda resuelto el grado jurisdiccional de consulta dispuesto en favor del accionante.  
Sin costas en esta sede.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,    
  
RESUELVE   
      
CONFIRMAR la sentencia que por consulta se ha conocido.

Sin costas en esta sede.

 
Notifíquese por estado y a los correos electrónicos de los apoderados de las partes.

Quienes Integran la Sala,   
  
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ  
Magistrado Ponente 
 

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN 
Magistrada 
 

GERMÁN DARÍO GÓEZ VINASCO
  Magistrado 
          Sin constancias ni firmas secretariales conforme artículo 9 de la Ley 2213 de 2022
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